	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL

ACCIDENTAL
 

Ponencia del Magistrado ALFONSO VALBUENA CORDERO.

 


En el juicio por reclamación del beneficio de jubilación intentado por la ciudadana HEILEN BRAVO RINCÓN, representada judicialmente por el abogado Orlando Urdaneta Reyes, contra la sociedad mercantil COMPAÑÍA ANÓNIMA NACIONAL TELÉFONOS DE VENEZUELA (C.A.N.T.V.), representada judicialmente ante el Tribunal de Primera Instancia por la abogada María Guerrero, en su condición de defensora ad-litem y por los abogados Nelson Urdaneta González, Antonio Barboza, Luis Alberto Domínguez, Pedro Navarro Rodríguez, Andrés Linares Benzo y Anabella Rivas Gozaine; el Juzgado Superior Primero del Circuito Judicial Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, conociendo en alzada, dictó sentencia en fecha 06 de abril del año 2004, mediante la cual declaró con lugar la acción intentada, confirmando el fallo apelado.

 


Contra el fallo anterior anunció recurso de casación el abogado Nelson Urdaneta González, actuando en su carácter de co-apoderado judicial de la parte demandada, el cual, una vez admitido, fue oportunamente formalizado ante este alto Tribunal por los abogados Andrés Linares Benzo y Anabella Rivas Gozaine. Hubo contestación a la formalización.  

 


Remitido el expediente, fue recibido en esta Sala de Casación Social, dándose cuenta del asunto en fecha 04 de junio del año 2004 y en esa misma oportunidad se designó ponente del asunto al Magistrado Alfonso Valbuena Cordero.  

 


En la misma fecha, los Magistrados OMAR MORA DÍAZ Y JUAN RAFAEL PERDOMO manifestaron tener motivos de inhibición para conocer del presente asunto. Declaradas con lugar dichas inhibiciones, se procedió a convocar a los conjueces o suplentes respectivos.

 


Manifestada la aceptación de los respectivos conjueces y suplentes para integrar la Sala accidental, la misma quedó constituida en fecha 06 de julio del año 2004, de la siguiente manera: Magistrado ALFONSO VALBUENA CORDERO y la Primera Suplente Dra. MARISOL MORENO MARIMÓN, Presidente y Vicepresidente respectivamente y la Primera Conjuez Dra. NORA VÁSQUEZ DE ESCOBAR. Se designó Secretario al Dr. José E. Rodríguez Noguera. El Presidente electo, de conformidad con lo establecido en el artículo 64 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, se reservó la Ponencia del presente asunto.

 


En la oportunidad fijada para la realización de la audiencia, concurrió solamente la parte recurrente y expuso sus alegatos en forma oral y pública.
 


Concluida la sustanciación con el cumplimiento de las formalidades legales y siendo la oportunidad para decidir, pasa esta Sala de Casación Social a dictar sentencia, bajo la ponencia del Magistrado que con tal carácter la suscribe, previa las siguientes consideraciones:

 

 

 

 

 

PUNTO PREVIO

 


La parte actora solicita a esta Sala sea declarado perecido el recurso de casación anunciado por la demandada, por cuanto, a su decir, el mismo fue formalizado extemporáneamente por tardío.

 


Ahora bien, en el auto de admisión del recurso de casación dictado por el Tribunal Superior Primero del Circuito Judicial Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, éste dejó constancia de que el último día de los cinco para anunciar el recurso de casación fue el 29 de abril del año 2004.

 


De manera que, el 30 de abril del año 2004 fue el primero de los veinte días que otorga la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, en su artículo 171, a los fines de consignar el escrito de formalización del recurso de casación. Sin embargo, por estar ubicada la sede del Tribunal Superior, que dictó la sentencia impugnada a través de dicho medio extraordinario, en la ciudad de Maracaibo, Estado Zulia, debe dejarse transcurrir, además del lapso indicado, ocho (8) días correspondientes al término de la distancia entre la mencionada ciudad y la capital de la República.

 


Así las cosas, el día 27 de mayo del año 2004 finalizó el lapso para formalizar el recurso de casación anunciado mas el término de la distancia concedido en el presente caso. De manera que al haber sido consignado dicho escrito ante esta Sala de Casación Social, en esa misma fecha, debe considerarse tempestivo y así se resuelve.

 

 

 

 

 

 

- I - 
 


Con fundamento en el ordinal 1° del artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, se denuncia la violación de formas sustanciales de los actos que menoscabaron el derecho a la defensa de la parte demandada, con la consiguiente infracción de los artículos 15, 7, 196 y 202 del Código de Procedimiento Civil, así como el artículo 38 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República (ahora 95 de la nueva Ley).

 


Los formalizantes fundamentan su denuncia así:

 

“Según el artículo 168, ordinal 1, de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo el presente recurso procede:

 

A) A) Por la violación de formas sustanciales de los actos que menoscabó el derecho a la defensa, al declarar los jueces de mérito confesa a CANTV a pesar de haberse omitido una fórmula esencial. Ello es motivo de nulidad con subsiguiente reposición. En efecto, en CANTV el Estado tiene interés y ‘participación decisiva calificada’, reconocida por el Alto Tribunal (Cfr. Sentencia, SC N° 2420/01 y SPAD N° 1915/00). Debió notificarse al Procurador General de la República, lo que no se hizo, (Ver auto de admisión de la demanda f. N° 15) pese a que CANTV lo advirtió (Ver f. N° 114). Esa notificación es presupuesto de validez procesal (ver Sentencia SCS 392/04). Mientras no conste, el procedimiento cesa. La Sala asiente que no habrá contestación, sin la notificación y transcurrida ‘la suspensión legal de 90 días’ (Ver S. N° 306/02). De modo que al no hacerse la notificación CANTV no tenía por qué ir a juicio y contestar, porque tal actuación estaba pendiente. CANTV, no pide reposición porque carece de interés en proponerla (Ex art. 38, hoy 95 de la nueva Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República), sino que no tenía por qué contestar la demanda en una causa detenida ipso iure. Se quebrantó así el artículo 15 del Código de Procedimiento Civil al violarse el derecho de defensa al arrebatársele la posibilidad de contestar la demanda porque, a falta de esa notificación no había nacido esa carga procesal.

 

 

 

Se violó el artículo 38, (hoy 95 de la Nueva Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República), que es una formalidad esencial, pues todo Juez debe notificar al Procurador General de la República cualquier demanda que interese al Estado; requisito estimado de orden público (S. SCS N° 05/01) Y los artículos 7 y 196 del Código de Procedimiento Civil citado, porque en el caso, el lapso lo fija el artículo 38 mencionado, por ser de menester para que corra el de aquella notificación, y dejar agotar el de 90 días; tiempo en que la causa se suspende, con lo que se violó el Parágrafo Primero del artículo 202 del Código de Procedimiento Civil, que resultaba aplicable.”

 

 

 


Para decidir se observa:

 


Alegan los formalizantes que siendo que en la empresa demandada el Estado tiene participación decisiva calificada, debió haberse notificado del juicio al Procurador General de la República, lo que no se hizo, por lo cual al no constar tal notificación en el expediente el proceso se paraliza, en consecuencia, al estar pendiente tal notificación no debió computarse el lapso para la contestación de la demanda y mucho menos debió haberse declarado confesa a la accionada por no haber consignado escrito alguno dirigido a contestar la demanda.

 


Ahora bien, en el presente caso, de la revisión de las actas del expediente se evidencia que no fue ordenada la notificación del Procurador General de la República, en consecuencia, mal pudo entenderse que la causa se encontraba paralizada, hasta que constara en autos una notificación que nunca fue dispuesta por el Tribunal de la causa. 

 


En consecuencia, admitida la demanda el proceso debió seguir su curso, de conformidad con la ley. Por ello, se declara que no hubo violación de las normas denunciadas como infringidas y se declara improcedente la presente delación. Así se decide.

 

- II -

 

De conformidad con el ordinal 1° del artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, se denuncia la violación de formas sustanciales en la citación de la empresa demandada que menoscabaron su derecho a la defensa, incurriendo la sentencia recurrida en el vicio de reposición no decretada, con la consiguiente infracción de los artículos 15, 206, 208, 138 y 215, todos del Código de Procedimiento Civil .
 


Aducen los formalizantes:

 

“B) Por la violación de forma sustancial que menoscabó el derecho a la defensa, al pretender citarse a CANTV. Se pidió la citación con arreglo al artículo 52 de la Ley Orgánica del Trabajo, en la persona de PERLA JIMÉNEZ, Coordinadora de Recursos Humanos de la Región Occidental de CANTV (f. 7/8); así lo ordenó el Tribunal de la causa (Ver f. N° 15); y el Alguacil procuró su citación (f. N° 17); fracasada, entonces la actora pidió la citación por carteles conforme el artículo 50 de la derogada Ley Orgánica de Procedimiento y Tribunales del Trabajo. Se injertaron formas diferentes de citar a CANTV, lo que es un radical vicio. Por el artículo 52 mencionado se cita a quien no es personero legal, sino a un representante sin poder. Si no se practica, se hace por cartel fijado directamente en la sede del patrono con observancia de los pasos ahí establecidos: i) entregar copia del cartel al patrono; o consignarlo por la secretaría; ii) y dejar constancia de la persona que lo recibió. Esto no se acató. En la citación prevista en el artículo 50 mencionado, el emplazamiento se hace sólo en los representantes legales de CANTV (Ex art. 138 CPC). Se subvirtió la práctica de la citación; pues si ésta fue con base en el artículo 50 antes mencionado, no hubo citación personal con sus representantes legales y debe reponerse; si, por el contrario, lo que vale es la citación personal del representante del patrono, la de carteles no es eficaz, pues el Alguacil sólo fijó cartel, sin cumplir con las otras condiciones exigidas por el artículo 52 referido. No dejó constancia de quién recibió el cartel; esto deja a la citación en el aire y no sorprende que CANTV no haya contestado. Se violó el artículo 206 del Código de Procedimiento Civil, porque la recurrida no corrigió el vicio y se violó el artículo 208 del mismo Código, porque no lo advirtió y en lugar de acordar la reposición, sentenció el fondo declarando confesa a CANTV y la condenó. Violó el artículo 138 ibídem, que era aplicable, al emplazar por carteles a un representante del patrono, y no a sus legítimos personeros legales. Y, el artículo 215 también del Código de Procedimiento Civil, porque la citación es una formalidad necesaria al juicio, mas dio fuerza a una irregularmente practicada, y se hizo una mezcla indeseada de procedimientos para practicarla. Se violó el artículo 52 de la Ley Orgánica del Trabajo, antes mencionado, porque ordenada la citación por el trámite ahí previsto, en PERLA JIMÉNEZ, representante del patrono; no se entregó copia del cartel al patrono o a su secretaría u oficina receptora de correspondencia, ni se certificó quién recibió esa copia, y desviándose del debido trámite, se procedió a citar por carteles, pero no se emplaza a los personeros legales sino a PERLA JIMÉNEZ. Con esto no se garantizó el derecho a la defensa, con trasgresión al artículo 15 del Código de Procedimiento Civil, tanto que nuestra representada no tuvo conocimiento del juicio, accidente que la llevó a no contestar la demanda.”

 

 

 


Para decidir, se observa:

 


Alegan los formalizantes que se violaron formas sustanciales de los actos que menoscabaron el derecho a la defensa de la empresa demandada, puesto que se mezclaron dos formas distintas de citación, de conformidad con lo establecido en los artículos 52 de la Ley Orgánica del Trabajo y 50 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, pero ninguna de las dos formas se perfeccionó, pues a decir del recurrente, en cuanto a las formalidades previstas en la primera de las normas indicadas, sólo fue fijado un cartel sin cumplir con el resto de los requisitos exigidos y en relación a la consagrada en el último de los preceptos legales mencionados, ésta fue concebida por el legislador para citar al demandado o a sus representantes legales, siendo que en el presente caso la persona a quien se dirigió el cartel de citación no ostentaba tal carácter.

 

 

 


Para verificar lo denunciado por los formalizantes, la Sala considera necesario hacer un recuento de las siguientes actuaciones:

 


En fecha 30 de septiembre del año 2002 el Tribunal Segundo de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Lara, dictó auto mediante el cual admitió la demanda intentada por la ciudadana Heilen Bravo Rincón contra la empresa Compañía Anónima Nacional Teléfonos de Venezuela (C.A.N.T.V.) y ordenó practicar la citación en la ciudadana Perla Jiménez, en su condición de Coordinadora de Recursos Humanos de la Región Occidental, de conformidad con lo establecido en el artículo 52 de la Ley Orgánica del Trabajo.

 


En fecha 11 de octubre del año 2002, el alguacil del citado Tribunal dejó constancia en el expediente de no haber podido realizar la citación en la persona de la ciudadana Perla Jiménez.

 


La parte actora consignó diligencia en fecha 15 de octubre del año 2002, mediante la cual solicitó se practicara la citación por carteles, de conformidad con el artículo 50 de la Ley Orgánica de Tribunales y Procedimiento del Trabajo.

 


El Tribunal de la causa, en fecha 22 de octubre del año 2002, dictó auto mediante el cual ordenó citar por medio de carteles a la ciudadana Perla Jiménez.

 


En fecha 28 de octubre del año 2002 el ciudadano Ladimiro E. Márquez, en su carácter de alguacil del Juzgado de la causa dejó constancia, mediante diligencia en el expediente, de haber cumplido con la citación por carteles. En esa misma oportunidad la Secretaria del Tribunal convalidó lo expresado por el Alguacil, mediante una nota en el expediente y afirmó que dicho funcionario dio fiel cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo.

 


El Tribunal de la causa, en fecha 14 de noviembre del año 2002, designó a la abogada María Guerrero, como defensora ad litem de la demandada, por lo que ordenó su notificación.

 


En fecha 27 de noviembre del año 2002, previa notificación, la ciudadana María Guerrero aceptó el cargo de defensora ad litem.

 


El juzgado a quo ordenó, el 22 de enero del año 2003, se practicara la citación de la abogada María Guerrero, en su condición de defensora ad litem de la empresa demandada, fijándose el tercer día hábil siguiente a que constara en actas su citación, mas ocho días de término de la distancia, para que tuviese lugar la contestación de la demanda.

 


En fecha 12 de febrero del año 2003, el Alguacil del tribunal de la causa, consignó boleta de citación debidamente firmada por María Guerrero, en su carácter de autos.

 


En fecha 06 de marzo del año 2003 la abogada María Guerrero, en su carácter de autos compareció al Tribunal de la causa y consignó constancia médica, mediante la cual, a su decir, se verifica que por quebrantos de salud no pudo asistir a contestar la demanda el día 05 de marzo del mismo año.

 


En virtud de lo anterior el juzgado de la causa, en fecha 12 de marzo del año 2003, ordena la apertura de la articulación probatoria contenida en el artículo 607 del Código de Procedimiento Civil.

 


El Juzgado Segundo de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia dictó sentencia, en fecha 18 de agosto del año 2003, mediante la cual declaró la confesión ficta de la empresa demandada y en consecuencia resolvió con lugar la demanda incoada.

 


Ahora bien, del recuento de las actas procesales, se evidencia que efectivamente, la parte actora solicitó al Tribunal de la causa que practicara la citación de la empresa demandada en la persona de la ciudadana Perla Jiménez, en su carácter de Coordinadora de Recursos Humanos de la Región Occidental.

 


La ciudadana Perla Jiménez, en virtud de su jerarquía dentro de la empresa demandada, podía considerarse representante del patrono, a la luz de lo dispuesto en el artículo 51 de la Ley Orgánica del Trabajo, que es del tenor siguiente:

 

“Los directores, gerentes, administradores, jefes de relaciones industriales, jefes de personal, capitanes de buques o aeronaves, liquidadores y depositarios y demás personas que ejerzan funciones de dirección o administración se considerarán representantes del patrono aunque no tengan mandato expreso, y obligarán a su representado para todos los fines derivados de la relación de trabajo.”

 

 

 


De manera, que la ciudadana Perla Jiménez debe considerarse como representante del patrono, pero sin mandato. Es decir, que a pesar de considerársele representante del patrono no tenía poder para darse por citada en nombre de la empresa demandada.

 


Respecto a los representantes del patrono sin mandato para darse por citados la Ley Orgánica del Trabajo, en su artículo 52, consagra una modalidad de citación especial para estos casos.  Dicho precepto legal dispone lo siguiente:

 

“La citación administrativa o judicial en la persona del representante del patrono a quien no se le hubiere conferido mandato expreso para darse por citado o comparecer en juicio, se entenderá hecha directamente a éste, a los fines legales pertinentes, siempre que se notifique al patrono en un cartel que fijará el funcionario competente a la puerta de la sede de la empresa y se entregue una copia del mismo al patrono, o se consigne en su secretaría o en su oficina receptora de correspondencia si la hubiere. El funcionario dejará constancia en el expediente de haber cumplido con lo prescrito en este Artículo y de los datos relativos a la identificación de la persona que recibió la copia del cartel. El lapso de comparecencia comenzará a correr desde el día en que se haya hecho la fijación del cartel y la entrega de su copia.”

 

 

 

Si bien el citado artículo 52 de la Ley Orgánica del Trabajo establece una modalidad de citación prevista para los casos en los cuales la persona a citar es representante del patrono, pero sin poder para darse por citada, la citación de la parte demandada, o de su representante legal,  en los procedimientos laborales se cumple siguiendo la forma señalada en el artículo 50 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, es decir, mediante la entrega de una boleta de citación con la compulsa de la demanda exigiendo el respectivo recibo de la citación. 
 

Prevé la norma en cuestión, que en los casos que el citado no quisiere o no pudiere firmar el recibo de su emplazamiento, éste podrá suplirse con la declaración del alguacil del Tribunal y de un testigo que “haya presenciado la entrega, conozca a la persona citada y determine el día, la hora y lugar de la citación”. 
 

En caso de no ser posible la citación personal de la parte demandada es factible la citación por carteles, los cuales deberán ser fijados en la morada o en la sede de la empresa y en la puerta del Tribunal, y si la demandada es una persona jurídica, es admisible la citación por correo certificado, tal y como lo prevé el artículo 219 del Código de Procedimiento Civil.
 

Igualmente, es factible, de conformidad con lo previsto en el artículo 52 de la Ley Orgánica del Trabajo, practicar la citación en la persona del representante del patrono a quien no se le hubiere conferido mandato expreso para darse por citado o comparecer en juicio, entendiéndose que tal citación se hizo directamente al patrono cuando, además, se le notifique de tal citación mediante la fijación de un cartel en la sede de la empresa y la entrega del mismo al patrono o se consigne en su secretaría o en su oficina receptora de correspondencia si la hubiere y se deje en el expediente la debida constancia de haberse cumplido con tales actuaciones.
 

Cuando la parte demandada, o su presentante legal, no quisiere o no pudiere firmar el recibo de la citación, no tiene aplicación lo establecido en el artículo 218 del Código de Procedimiento Civil, referido a la notificación que en estos casos debe hacer el Secretario, pues lo procedente es la citación prevista en la Ley adjetiva Laboral. 
 

En el presente caso, en el auto de admisión de la demanda, de fecha 20 de septiembre del año 2002, se ordenó la citación de la empresa demandada, en la persona de la ciudadana Perla Jiménez, en su carácter de Coordinadora de Recursos Humanos en la Región Occidental, de conformidad con lo previsto en el artículo 52 de la Ley Orgánica del Trabajo, y según declaración del alguacil del Juzgado Segundo de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, de fecha 11 de octubre del año 2002, le resultó imposible citar a la referida ciudadana, por lo que devolvió al Tribunal la boleta de citación librada.
 

El Tribunal de la causa, mediante auto de fecha 22 de octubre del año 2002, ordenó, de conformidad con solicitud hecha por la parte actora, que se citara mediante carteles a la ciudadana Perla Jiménez, en su carácter de Coordinadora de Recursos Humanos en la Región Occidental. Del cumplimiento de dicho mandato dejó constancia en el expediente el alguacil el 28 de octubre del año 2002. 
 

De lo expuesto se evidencia que el Tribunal incurrió en una mixtura de dos modalidades distintas de citación, consagradas para practicar la citación del patrono o sus representantes con o sin poder para darse por citados.

 

En este sentido, observa esta Sala, que la previsión del artículo 50 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo está referida a los trámites para lograr la citación personal del demandado, en este caso del patrono, o de su representante legal, en caso de ser una persona jurídica, con facultad para darse por citado; mientras que, como ya se expuso, la disposición del artículo 52 de la Ley Orgánica del Trabajo está referida a la citación del patrono en la persona de su representante sin mandato expreso para darse por citado o comparecer en juicio. 

 

Sin embargo el Tribunal de la causa ordenó en primer lugar, la citación de conformidad con el artículo 52 de la Ley Orgánica del Trabajo, la cual debía practicarse en la ciudadana Perla Jiménez, Coordinadora de Recursos Humanos de la Región Occidental, en su carácter de representante del patrono, sin facultad para darse por citada. Pero ante la imposibilidad del Alguacil de realizar la citación de la persona referida, el Juzgado a quo ordenó se practicara la citación por carteles consagrada en el artículo 50 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, que sólo fue concebida por el Legislador para citar al patrono o a sus representantes con poder para darse por citados, dirigiendo el cartel a la ya identificada ciudadana, quien, como ya hemos dicho, carecía de mandato para darse por citada.
 

Por tal razón, el Juez de la recurrida incurrió en el vicio de reposición no decretada con la infracción de los artículos 50 de la Ley Orgánica de Tribunales y de Procedimiento del Trabajo, 52 de la Ley Orgánica del Trabajo, 15, 206 y 208 del Código de Procedimiento Civil, al no haber observado el estado de indefensión al que estuvo sometida la parte demandada y por tanto no haber ordenado la reposición de la causa a fin de que estando ésta en conocimiento del juicio intentado en su contra pudiera comparecer a dar contestación a la demanda. 
 

Las irregularidades cometidas en la citación en el presente caso, son causa de nulidad de la misma por cuanto como consecuencia de ellas, el accionado no asistió a dar contestación a la demanda y fue declarado confeso. 
 

Ahora bien, visto que la representación judicial de la demandada apeló contra el fallo dictado por el tribunal de la causa, anunció y formalizó recurso de casación contra la sentencia proferida por el Juzgado de alzada, debe considerarse que se encuentra a derecho y por tanto lo pertinente es la reposición de la causa al estado en que se inicie el término de cinco días hábiles, previsto en el artículo 135 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, para que la accionada de contestación a la demanda, término que comenzará a computarse una vez que ambas partes estén debidamente notificadas de la continuación del juicio. 
 

Por las razones antes expuestas, se declara procedente la presente denuncia, y siendo que la misma acarrea la reposición de la causa al estado de contestación de la demanda, esta Sala se abstiene de conocer las restantes denuncias formuladas en el escrito de formalización, por resultar ello inútil. Así se resuelve.
 

D E C I S I Ó N

 


Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social accidental, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara: CON LUGAR el recurso de casación intentado por la parte demandada contra la sentencia de fecha 06 de abril del 2004, dictada por el Juzgado Superior Primero del Circuito Judicial Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, con sede en Maracaibo. En consecuencia, SE ANULA el referido fallo y se ordena la reposición de la causa al estado de que el Juzgado de Sustanciación, Mediación y Ejecución que resulte competente fije el lapso de contestación de la demanda, previa notificación de las partes de la continuación del juicio.

 


Publíquese, regístrese y remítase el expediente a la Unidad de Recepción y Distribución de Documentos de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, con sede en Maracaibo, a los fines que se remita al Juzgado correspondiente. Particípese al Juzgado Superior de origen, de conformidad con lo establecido en el artículo 176 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. 

 

Dada,  firmada  y  sellada  en  la  Sala de Despacho de la Sala (accidental) de Casación Social (accidental) del Tribunal Supremo de Justicia en Caracas a los catorce (14) días del mes de septiembre de dos mil cuatro. Años 194° de la Independencia y 145° de la Federación.
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